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esta ha sido la manera en que se ha susten-
tado en forma creciente el financiamiento 
de la educación superior. Dados los tiempos 
que corren, cuando la sociedad exige mayor 
meritocracia y transparencia, esto un es-
cándalo por decir lo menos, ya que atenta 
contra una asignación eficiente y transpa-
rente de fondos públicos. Nuevamente, el 
informe de la OECD lo dice explícitamente: 
“…(el AFD) funciona en contra de las me-
tas de eficiencia que se desea lograr con los 
otros instrumentos de financiamiento”.

La segunda discriminación ocurre a nivel 
de estudiantes. Aquellos matriculados en 
universidades partícipes del CRUCH tienen 
acceso a más y mejores becas, y también a 
un crédito en mejores condiciones, en com-
paración a sus congéneres que son parte de 
instituciones que no forman parte del men-
cionado Consejo. 1 ¿Por qué razón un estu-
diante que no puede financiar sus estudios y 
tiene capacidades para estudiar una carrera 
universitaria ve restringida sus opciones de 
elección a solo universidades del CRUCH? Es 
razonable que se le restrinja a estudiar en 
universidades de buena calidad, pero esta 
no es un monopolio del Consejo de rectores: 
también hay calidad en carreras de universi-
dades que no forman parte de él.

Las universidades cumplen con roles de 
docencia e investigación que sin duda ge-
neran externalidades positivas. En el caso 
de la investigación, al generar conocimien-
to, se produce además un bien público. Esto 
justifica el rol del Estado y podría explicar 
en forma razonable diferencias en el finan-
ciamiento con recursos públicos. Por ejem-
plo, se podría privilegiar a universidades 
que hacen investigación y no solo docencia, 
o entregar aportes fiscales directos solo a 
las universidades estatales. Lo relevante es 
utilizar en buena forma los recursos públi-

Los privilegios del  
Consejo de Rectores	
¿Por qué gran cantidad 
de recursos públicos 
destinados a la Educa-
ción Superior se entre-
gan a un organismo que 
existe sobre la base de 
la historia y privilegios, 
y no de los méritos de 
sus integrantes?
Por Claudio Agostini*

cos, destinándolos en forma transparente 
a sus mejores usos en las mejores institu-
ciones. Esa es la pregunta para el sistema 
actual de privilegios y discriminaciones 
arbitrarias.  ¿Estamos destinando recursos 
a las mejores universidades al privilegiar el 
Consejo de Rectores? ¿estamos mantenien-
do en forma artifical algunas universidades 
que no sobrevivirían la competencia?

Las reformas propuestas por el gobierno 
apuntan en la dirección correcta al reducir 
privilegios históricos de algunas universida-
des y permitir que tanto los recursos que 
se destinan a investigación como a becas 
se usen en forma eficiente a través de la 
competencia por ellos. Sin embargo, antes 
de anunciar los detalles, las reformas ya 
se quedaron cortas y se someten implíci-
tamente al poder del CRUCH, ya que este 
no va a desaparecer y los aportes fiscales 
a las universidades privadas al interior del 
CRUCH tampoco. Así como el gobierno de 
Patricio Aylwin prometió “justicia dentro 
de lo posible”, dado el poder que seguían 
ejerciendo las Fuerzas Armadas  en la en-
tonces frágil y nueva democracia, ahora el 
gobierno del presidente Piñera parece pro-
meternos “reforma a la educación superior 
dentro de lo posible”, dado el poder que 
ejerce el CRUCH. La OECD lo advirtió en su 
informe: “Es probable que cualquier medi-
da que desafíe al CRUCH encuentre resis-
tencia de parte de las instituciones de este 
organismo y de cualquiera de los grupos de 
beneficiarios cuyos derechos y privilegios 
serían afectados negativamente”.

El gobierno anunció reformas en la edu-
cación superior. Si bien aún no se conoce 
el detalle de las propuestas, el Ministro de 
Educación y el jefe de la División de Edu-
cación Superior del Ministerio anunciaron 
reformas en al menos tres direcciones. La 
primera es la creación de un organismo 
que agrupe a todas las instituciones (uni-
versidades, institutos y centros de forma-
ción técnica) y otro que junte a todas las 
universidades. Sin embargo, explícitamente 
se mencionó que esto no implica la elimi-
nación del Consejo de Rectores de las uni-
versidades chilenas (conocido por sus siglas 
CRUCH, o simplemente como “Consejo de 
Rectores”): el exclusivo organismo que 
agrupa tanto a entidades privadas como 
públicas que existían al comienzo de la re-
forma a la educación superior de 1981. La 
segunda es la creación de un sistema único 
de becas y créditos. La tercera, el aumento 
de los recursos a través de fondos concur-
sables abiertos a todas las instituciones.
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Las reformas propuestas se ven bien enca-
minadas. Se basan en el informe sobre edu-
cación superior que realizó la OECD sobre 
Chile y se hacen cargo, en parte, de la obso-
lescencia del sistema actual. Hasta 1981, en 
Chile existían solo ocho universidades (dos 
estatales y seis privadas). Ese año se permitió 
la entrada de nuevas universidades y cada 
sede regional de la Universidad de Chile se 
transformó en una entidad independiente. 
Este cambio fue la respuesta a la necesidad 
de aumentar la cobertura en educación su-
perior frente a una demanda creciente de 
egresados de enseñanza media. Abrir la en-
trada al mercado e introducir competencia                                                                                   
permitía cumplir con este objetivo en forma 
eficiente y a un costo fiscal más bajo que 
hacer crecer el sistema estatal. Sin embar-
go, el diablo y los grupos de interés se me-
tieron en los detalles y la reforma permitió 
que algunos privilegiados, por el sólo hecho 
de existir en 1981, pasaran a formar parte 
del exclusivo y cerrado grupo de universida-

des del Consejo de Rectores.
La misión del Consejo de Rectores es “la 

coordinación a nivel nacional de la activi-
dad académica de las veinticinco universi-
dades que lo conforman”, y “constituye un 
referente en el desarrollo y configuración 
del sistema de educación superior chileno 
actual, de reconocido liderazgo y legitimi-
dad a nivel nacional, con objetivos comunes 
que orienten el dinámico quehacer de las 
universidades chilenas...”. En otras palabras 
hay 25 universidades que “orientan” lo que 
pasa con las demás. En el mejor de los casos 
esto genera un conflicto de interés no me-
nor y en el peor es un cartel legal. La OECD 
no podía expresarlo mejor: “El monopolio 
del CRUCH es inconsistente con la natura-
leza diversa y competitiva del sistema”.

Las consecuencias de una instituciona-
lidad de ese tipo no pueden ser positivas, 
y es así como se han implementado polí-
ticas públicas en educación superior que 
favorecen a las universidades del Consejo 
de Rectores y discriminan arbitrariamen-
te a las otras. Estas diferencias ocurren en 
dos niveles. Primero, entre universidades 
privadas que reciben el Aporte Fiscal Di-
recto (AFD) del Estado y que pertenecen 
al CRUCH, y aquellas privadas que por no 
pertenecer a la organización, no lo reciben. 
Además, el AFD se reparte casi por completo 
sin utilizar criterios objetivos, y las univer-
sidades privadas del CRUCH, a diferencia de 
las estatales, no dan cuenta del uso de este 
recurso público. Para empeorar las cosas, el 
AFD aumentó en casi 30% real entre 1995 
y 2007, mientras que el AFI (el Aporte Fiscal 
Indirecto, que está basado en criterios obje-
tivos y se obtiene en competencia entre to-
das las universidades) se congeló en el mis-
mo periodo. Es decir: priman los privilegios 
y la historia sobre competencia y méritos, y 

1Por ejemplo, la Beca Bicentenario es sólo para alumnos 
de escasos recursos que estudien en universidades del 
CRUCH.
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Casen 2009: 
El gasto social es insuficiente
Fue un escándalo  
que remeció el mundo 
político, económico 
y social. Por prime-
ra vez, la Encuesta 
de Caracterización 
Socioeconómica dio 
cuenta de un aumento 
de la pobreza en Chi-
le. Pero más que un 
Estado que gasta en 
forma ineficiente los 
recursos para los más 
pobres, estamos ante 
un gasto social a  
todas luces insuficien-
te para cumplir  
su objetivo.  

Por Claudia Sanhueza*

Las cifras de la medición de pobreza 
que exhibe la encuesta CASEN 2009 
mostraron un aumento de la pobreza de 
13.7% a 15.1%. Desde el gobierno se ha 
cuestionado fuertemente la eficiencia de 
las políticas sociales. El ejecutivo plan-
teó que ellas no han permitido superar 
la pobreza. ¿Pero cuáles son las políticas 
sociales contra la pobreza que se criti-
can? ¿Cuál será el verdadero impacto de 
estas? 

Antes de hacer ningún análisis quisiera 
recordar a los lectores qué pobreza esta-
mos midiendo. En Chile medimos pobre-
za en términos estrictamente monetarios. 
Es decir, el único indicador de bienestar 
que se considera es el ingreso monetario. 
El umbral de privación, por otra parte, se 
construye a partir de una canasta alimen-
taria y una no alimentaria, construidas a 
partir de la encuesta de presupuesto fami-
liares 1987-1988 y ajustada por el IPC de 
los bienes básicos desde entonces. Dicha 
canasta nunca se ha actualizado y así he-
mos quedado con una medición de pobre-
za absoluta que no considera los cambios 
en los patrones de consumo ni de los bie-
nes de la canasta.

Para la clasificar los hogares como “po-
bres” se compara el ingreso per cápita 
del hogar con este umbral. Dicho ingre-
so se define como la suma del ingreso 
autónomo del hogar, las transferencias 
monetarias que recibe del Estado y una 
imputación por concepto de arriendo de 
la vivienda, cuando ésta es habitada por 
sus propietarios. Si la política social no 
contribuye a superar la pobreza, enton-
ces el porcentaje de hogares bajo la línea 
de pobreza debería ser el mismo antes de 
sumar las transferencias monetarias que 
da el Estado. Sin embargo, al hacer este 
ejercicio con los datos de la CASEN 2006, 
tenemos que los pobres constituirían el 
17.9% de la población, o sea 4.2% más 
la cifra “oficial” de pobreza para esa en-
cuesta.

Una de las principales características 
de la medición de pobreza monetaria que 
usamos en Chile es que en un período 
de 10 años, a un 40% de la población le 
ha tocado ser pobre: es lo que llamamos 
población vulnerable. Es una cantidad de 
personas que entran y salen de la situa-

ción de pobreza. Así lo muestran los da-
tos de la encuesta en 1996, 2001 y 2006. 
Es decir que la situación de pobreza es 
altamente dependiente del ciclo econó-
mico. La reciente crisis económica pro-
vocó un aumento considerable del IPC, 
con el cual se ajusta la canasta, y junto 
con eso un aumento sustantivo del des-
empleo.

LAS POLÍTICAS PÚBLICAS PARA  
DISMINUIR LA POBREZA MONETARIA

Hay dos caminos para combatir la po-
breza monetaria: crecimiento económi-
co y transferencias monetarias (condi-
cionadas y no condicionadas). El gasto 
social en Chile para combatir la pobreza 
monetaria usando transferencias mone-
tarias es mínimo, apenas un 0.7% del 
PIB. Podemos distinguir dos categorías 
de transferencias monetarias de protec-
ción social: la seguridad y la asistencia. 
Las transferencias de seguridad social 
se obtienen por participar en el merca-
do laboral formal: son, por ejemplo, las 
pensiones o los seguros de desempleo. 
Las transferencias de asistencia social 
son, en cambio, independientes de esa 
participación en el mercado laboral for-
mal: subsidios de agua potable, subsidio 
único familiar o el bono Chile Solidario.

En Chile el gasto social total como 
porcentaje del PIB es 16%. Se distribuye 
en educación, salud, protección social y 
otros gastos. Las transferencias moneta-
rias representan el 47.4% del gasto so-
cial. Sin embargo, la mayor parte de este 
porcentaje lo constituye el ítem de segu-
ridad social con un 43.1% (pensiones del 
INP y FF.AA.). Las transferencias mone-
tarias de protección social como asisten-
cia social en Chile son actualmente sólo 
el 0.7% del PIB.

*Ph.D en Economía, Universi-
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Gasto Público y Social Chile, 2003
Gasto Social como
Proporción del PIB:		  16.00%
Educación			    3.90%
Salud			     3.10%
Protección Social		    7.60%
	 Seguridad Social	   6.90%
	 Asistencia Social	   0.70%
Otro Gasto Social		    1.30%

Fuente: Lindert, Skoufias and Shapiro (2005)

% del Gasto Social
Total:			      100%
Educación			  24.50%
Salud			   19.30%
Protección Social		  47.40%
	 Seguridad Social	 43.10%
	 Asistencia Social	   4.40%
Otro Gasto Social		    8.80%

El gasto social de Chile es mayor que 
el del resto de América Latina. Ella gasta 
en promedio 12.5% del PIB. Europa, en 
cambio, tiene un gasto social equivalen-
te al 30% del PIB, los países de la OECD 
uno de 25% y Estados Unidos de 20%. 
De este gasto social total, un porcentaje 
relevante va a protección social: 40% en 
América Latina y 57% en OECD.

Aun así, el gasto en transferencias mone-
tarias de asistencia social como porcentaje 
del PIB es más bajo en Chile con respecto al 
promedio de América Latina, promedio de la 
OECD y Europa Continental.

Por otra parte, varios países de Amé-
rica Latina han implementado “Transfe-
rencias de Ingreso Condicionadas” (CCTs) 
en la última década. Estos programas tie-
nen dos objetivos. En primer lugar, redu-
cir la pobreza mediante la provisión de 
transferencias monetarias a las familias 
más pobres, y en segundo lugar, reducir 
la trasmisión intergeneracional de la po-
breza mediante el condicionamiento de 
la entrega de estas transferencias a va-
riables claves de capital humano de los 
niños. Introducidos primero por Brasil y 
luego México, se han esparcido por una 
serie de otros países: Argentina, Colom-
bia, República Dominicana, Ecuador, 
Honduras, Jamaica y Chile1.  

Las reglas para elegir a los participan-
tes, las condiciones para tener acceso a 
las transferencias y los tamaños de los 
programas varían de país en país. Sin 
embargo, los esfuerzos están centrados 
en desarrollar mecanismos de focaliza-
ción, usualmente combinado con dife-
rencias territoriales. Por otra parte, las 
condiciones incluyen asistencia escolar, 
vacunas, cuidado prenatal y monitoreo 
de niños pequeños. Además, los pro-
gramas varían en tamaño, tanto en el 

  El interés se ha extendido a otras  
economías emergentes tales como Turquía, 
Gaza y Cisjordania, Paquistán, Bangladesh, 

Camboya, Burkina Faso, Etiopía y Lesoto.



creemos que aún se puede mejorar la regula-
ción para minimizar los efectos de esta falta 
de competencia y evitar utilidades excesivas en 
el sector bancario. Desde luego que eliminar la 
tasa máxima convencional no es por sí misma 
la solución para atraer a la banca a deudores 
marginados. 

Lo que se requiere es eliminar las trabas a la 
competencia, tales como el impuesto de tim-
bres y estampillas, y permitir la portabilidad de 
las garantías de crédito. Por supuesto que la 
creación de un ente protector del consumidor 
especializado e independiente de la Superin-
tendencia de Bancos es un refuerzo imprescin-
dible para reforzar la transparencia y posibilitar 
el libre ejercicio de la soberanía del consumidor. 
Mientras tanto, el Banco Estado (BE) ha jugado 
un rol clave en aumentar la competitividad del 
sistema, lo que quedó de manifiesto durante la 
crisis de 2008. Sin embargo, su labor topa con 
los límites de deteriorar su propia cartera, lo 
que también ocurrió en ese entonces.

En resumen, podemos estar orgullosos de 
la solvencia de nuestro sistema bancario, pero 
deberíamos dar urgencia no solo a la preven-
ción de abusos a los clientes sino que a listar y 
resolver todas las trabas a la competencia. 

Decano: Jorge Rodríguez Grossi.
Fono Facultad: 889 7366
e-mail: jrodrigu@uahurtado.cl
economiaynegocios.uahurtado.cl/observatorio
Producción OE: Comunicar, Escuela de 
Periodismo UAH.
OE es una revista de circulación gratuita.
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País
Chile
Europa Continental
OECD Promedio
US
LAC Promedio

Gasto Social como
% del PIB

16.0
30.2
25.5
20.0
12.5

Gasto en  
Protección Social 
como % del PIB

7.6
16.5
14.5
8.2
5.0

% del Gasto Social 
en Protección  

Social
48%
55%
57%
41%
40%

Gasto en SS como  
% del PIB 

6.9
15.0
12.6
7.7
3.8

Gasto en AS como  
% del PIB 

0.7
1.5
1.9
0.5
1.2

Fuente: Lindert, Skoufias and Shapiro (2005)

porcentaje de población cubierta como 
en el monto de la transferencia. Por 
ejemplo, Bolsa Familia, en Brasil, cubre 
aproximadamente ocho millones de fa-
milias (20% de su población), mientras 
que Chile Solidario cubre 200 mil fami-
lias (5% de su población). A su vez, esto 
implica que para Brasil y México estos 
programas signifiquen el 0,37% del PIB, 
mientras que para Chile es el 0,08%. En 
promedio estos programas tienen un cos-
to administrativo equivalente al 5% del 
gasto total.

A pesar de que los tamaños varían, 
distintas evaluaciones han mostrado im-
pactos significativos tanto en la reduc-
ción de la pobreza, redistributivos y en 
la reducción de la trasmisión intergene-
racional de la pobreza. Lindert, Skoufias 
y Shapiro (2005) muestran que en com-
paración a otros programas de protección 
social, son los mejores focalizados. Por 
otra parte, una comparación internacio-
nal entre Brasil, México y Chile hecha 
por Soares y Zepeda (2007) revela que los 
efectos redistributivos son significativos 
en Brasil y México, mas no en Chile. Los 
autores indican que se debe al tamaño 
del programa en términos monetarios.

Dado este gasto social mínimo en Chile en 
lo que se refiere a protección social y asis-
tencia social, ¿por qué esperar tanto de él?

Chile ha basado su combate contra la 
pobreza principalmente en crecimiento, 
y su consecuente  creación de empleo: 
no en políticas sociales de transferencias 
monetarias. Sin embargo, en periodos de 
crisis económicas, cuando el crecimiento 
se deteriora, si no existe protección a los 

ingresos laborales, las condiciones so-
cioeconómicas de los más pobres se ven 
deterioradas significativamente. Aún no 
están disponibles los datos desglosados 
de la encuesta CASEN 2009, pero ha-
bría que calcular cuánto habría sido la 
pobreza sin las mínimas transferencias 
monetarias del Estado. Si ese cálculo lo 
hacemos con los datos de CASEN 2006, 
la pobreza ese año habría sido 17.9%: es 
decir un 30% más alta que la informada.

Un mecanismo de protección a los in-
gresos es el seguro de desempleo. Este 
solamente está disponible para los tra-
bajadores del sector formal, en circuns-
tancias que el 45% de los trabajadores 
asalariados del decil más pobre trabaja 
de manera informal. Por otra parte, los 
deciles mas pobres también presentan 
las mayores tasas de desocupación e in-
actividad laboral. 

En Chile el gasto social no es alto en 
comparación a países más desarrolla-
dos y de igual desarrollo. Además, los 
programas de transferencias monetarias 
que combaten la pobreza monetaria son 
escasos y pequeños, incluso en compa-
ración a países de igual desarrollo como 
Brasil, México, Argentina y Colombia. A 
pesar de esto, los subsidios que sí exis-
ten tiene un impacto significativo sobre 
la condición de pobreza: la bajaron en 
30%, según los datos de 2006.

Por lo tanto, lo que ha quedado demos-
trado con la nueva cifra de pobreza es 
que más que el hecho de que el gasto 
social sea ineficiente, él es sencillamen-
te insuficiente para combatir la pobreza. 
Más aún en tiempos de crisis.

País
Brazil
Mexico
Chile
Colombia
Argentina

Programa
Bolsa Familia

Oportunidades
Chile Solidario

Familias en Acción
Jefes

Familias
Cubiertas
8.000.000
5.000.000
200.000
400.000

Gasto como  
% GDP
0,37%
0,37%
0,08%
0,10%
0,85%

Fuente: Lindert, Skoufias and Shapiro (2005)

Bancos: a competir sin abusar
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Es conocido que las empresas más pequeñas 
pagan tasas mucho mayores y son a menudo 
tratadas como deudoras de crédito de consu-
mo. En este último  tipo de préstamos, las tasas 
chilenas son altísimas respecto de otros países 
y solo superadas por México, Brasil y Uruguay 
en 2009, según un estudio del Banco Central. 
Ahora bien, siendo el chileno un mercado fuer-
temente concentrado (tres entidades partici-
pan en más del 50% del total de colocaciones), 
hay que recordar también que los deudores 
más chicos ofrecen riesgos específicos y cos-
tos de transacción que hacen inevitables estos 
cobros mayores. 

Quizás la mejor ilustración es el caso extre-
mo del microcrédito, juzgado en general como 
una experiencia exitosa de bancarización. Sin 
embargo, no por ello es una alternativa menos 
cara que un crédito de multitienda. Por ejem-
plo: la tasa mediana reportada por 1084 en-

tidades de crédito en 2009 fue 31%, con una 
tasa media de 38%. Mohamed Yunus, ganador 
de un Nobel de la Paz como “banquero de los 
pobres”, cobraba 22% anual para los créditos 
de su banco, el Grameen de Bangladesh. En sus 
conferencias suele abogar por márgenes no 
mayores al 10 o 15% sobre la tasa de capta-
ción, límites que, por lo elevados, nos hablan de 
la dificultad de llegar a los más pequeños. Di-
gamos de paso que tres de cada cuatro presta-
tarios de microfinanzas sobrepasan el de por sí 
alto pero realista margen sugerido por Yunus.

La evidencia sugiere que en Chile los bancos 
privados más grandes operan en un ambiente 
de insuficiente competencia, pero por otra par-
te, el riesgo de insolvencia ha sido bien mane-
jado. Lo enunciado pone en el tapete la disyun-
tiva esencial que enfrenta cualquier sistema 
bancario en el mundo: expansión del crédito a 
tasas menores o riesgo de insolvencia. Por esto 

por Juan Foxley Rioseco* y Carlos J. García T.**




